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El reciente Real Decreto 1336/2011, de 3 de 
octubre, regula “el contrato territorial como 
instrumento para promover el desarrollo sos-
tenible del  medio rural”. Esta figura estaba ya 
prevista por la Ley 45/2007 para el desarro-
llo sostenible del medio rural (LDSMR), que 
la define como “el instrumento que establece 
el conjunto de compromisos a suscribir entre 
las Administraciones Públicas y los titulares 
de las explotaciones agrarias que orienten e 
incentiven su actividad en beneficio de un de-
sarrollo sostenible del medio rural” (art.16).

Se trata de una fórmula de financiación de 
actividades que está llamada a tener un gran 
desarrollo en los próximos años, debido, en 
especial, al greening de la Política Agraria 
Común (PAC), que tiende a otorgar cada vez 
mayor importancia al desarrollo rural (cono-
cido como segundo pilar de la política agraria 
de la Unión), mediante el otorgamiento de 
ayudas directas que se condicionan en mu-
chos casos al cumplimiento de determinados 
objetivos de sostenibilidad. En la propuesta 
de la reforma de la PAC que entrará en vigor 
en 2014 se prevé, en este sentido, que se 
reserve un 30% de las ayudas para financiar 
prácticas agrarias sostenibles.  

En la actualidad, el otorgamiento de ayudas 
condicionadas al cumplimiento de determina-
dos compromisos por los titulares de explo-
taciones agrarias o forestales se contempla 
ya como una fórmula para gestionar determi-
nadas ayudas del Fondo Europeo Agrícola de 
Desarrollo Rural (FEADER) y, en la aplicación 
de este marco europeo, algunas comunidades 

autónomas han regulado y están aplicando 
ya la figura, si bien con distintas denomina-
ciones. Destaca, en este sentido, el caso de 
Cataluña, donde se han implantado los deno-
minados “contratos globales de explotación”, 
primero mediante la convocatoria en 2005 un 
“plan piloto” reducido a las explotaciones de 
cuatro comarcas, y luego, tras el resultado 
exitoso de esta experiencia, mediante su re-
gulación con carácter general en 2007 (por 
Decreto 50/2007, de 27 de febrero). 

A nivel estatal, en el Primer Programa de 
Desarrollo Rural Sostenible para el periodo 
2010-2014 se prevé la figura de los contratos 
territoriales del artículo 16 de la LDSMR como 
una de las acciones que las comunidades au-
tónomas pueden incluir en sus planes de zona 
rural (dentro del Eje de actuación 1, relativo 
a “Actividad Económica y Empleo”),  para ca-
nalizar las ayudas cofinanciadas por el Estado 
en el marco de este Programa.

El Real Decreto que nos ocupa acomete el 
desarrollo reglamentario de estos contratos 
territoriales de zona rural contemplados en 
el artículo 16 de la LDRS y en el Programa 
de Desarrollo Sostenible estatal y va más 
allá, pues lleva a cabo una regulación más 
amplia de los contratos territoriales, que los 
configura como un instrumento económico de 
carácter general, aplicable para instrumentar 
cualquier ayuda pública (no únicamente las 
europeas o estatales de desarrollo rural) que 
resulte aplicable a las explotaciones agrarias, 
forestales o cinegéticas para la consecución 
de fines de interés general. En la regulación 
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jurídica del contrato territorial (CT), cuyo de-
sarrollo y aplicación corresponden a las co-
munidades autónomas, pueden destacarse 
los siguientes aspectos:

1. Definición y naturaleza jurídica

La definición del contrato territorial coin-
cide con la ya citada del artículo 16 de la 
LDSMR, y el Real Decreto precisa que su 
suscripción “tendrá carácter voluntario, 
tanto para las comunidades autónomas 
que opten por ponerlos en práctica, como 
para los titulares de las explotaciones agra-
rias”. 

Por lo que respecta a su naturaleza jurí-
dica, debe señalarse que, a pesar de su 
denominación, no se trata de contratos 
sometidos a la Ley 30/2007, de Contratos 
del Sector Público, sino que se adscriben al 
supuesto de exclusión del art. 4.d) de esta 
Ley: “convenios que, con arreglo a las nor-
mas específicas que los regulen, celebre la 
Administración con personas físicas o jurí-
dicas sujetas al Derecho privado, siempre 
que su objeto no esté comprendido en el 
de los contratos regulados en esta Ley o en 
normas administrativas especiales”1. 

En cuanto a la contraprestación que el 
beneficiario percibe de la Administración, 
siempre que suponga un plus respecto del 
coste que entraña el cumplimiento de los 
compromisos aceptados, habrá de consi-
derarse como un tipo de las subvenciones 
denominadas “de resultado”. Se trata de 
subvenciones puesto que se persigue un 

interés público y no hay una contrapres-
tación directa del beneficiario, pero sí hay 
una contraprestación indirecta, en la me-
dida en que el beneficiario está obligado a 
destinar los fondos públicos recibidos a la 
consecución de un fin concreto. Esta po-
sible naturaleza subvencional de la figura 
aparece reflejada en el RD, que respeta en 
su regulación los principios de la Ley Ge-
neral de Subvenciones y en su artículo 8 
exige que “cuando las contraprestaciones 
incluidas en los contratos tengan la natura-
leza de una subvención, las bases regula-
doras también incorporarán los elementos 
requeridos por la normativa estatal básica 
en la materia”, además de los que relaciona 
este precepto.

2. Finalidades del contrato

Las finalidades a las que puede atender el 
contrato territorial son muy amplias, pues 
comprenden cualquier tipo de “externali-
dades positivas” vinculadas a las explota-
ciones agrarias, silvícolas o cinegéticas que 
pueden beneficiarse del CT. Las externali-
dades positivas se definen como “los efec-
tos derivados de la actividad que se realiza 
en una explotación agraria que repercuten 
favorablemente sobre bienes o fines de ca-
rácter público, al margen del interés o be-
neficio que puedan suponer para la propia 
explotación, contribuyendo a mejorar de 
forma significativa los aspectos económico, 
social o ambiental que describen la soste-
nibilidad del territorio”. El RD enuncia algu-
nas finalidades específicas a las que deben 
procurar atender los contratos territoriales 

1 No pueden, en efecto, considerarse como contratos de servicios públicos, definidos por la Ley de Contratos del Sector 

Público como aquellos en cuya virtud “una Administración Pública encomienda a una persona, natural o jurídica, la 

gestión de un servicio público cuya prestación ha sido asumida como propia de su competencia por la Administración 

encomendante” (art.8). En los contratos territoriales la Administración no contrata la gestión de un servicio público 

cuya prestación le corresponda sino que formaliza un acuerdo o convenio para subvencionar la prestación de un ser-

vicio ambiental al conjunto de la colectividad. Obvia decir, por ello, que este objeto no está incluido en ninguna de las 

veintisiete categorías en las que se dividen los contratos de servicios recogidas en el Anexo II de la Ley de Contratos 

del Sector Público. 
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2 La explotación agraria la define el Real Decreto mediante referencia al artículo 2 de la Ley 19/1995, de 4 de julio, de Mo-

dernización de las Explotaciones Agrarias. De acuerdo con este precepto, se considera explotación agraria “el conjunto 

de bienes y derechos organizados empresarialmente por su titular en el ejercicio de la actividad agraria, primordial-

mente con fines de mercado, y que constituye en sí misma una unidad técnico-económica”. El Real Decreto precisa que 

se incluyen en el concepto de titular “las personas físicas que ostenten la titularidad compartida, siempre que actúen 

solidariamente y se encuentren inscritas en el registro autonómico correspondiente”.

3 Por poner un ejemplo de compromiso específico propio de un contrato territorial, en la última convocatoria de los con-

tratos globales de explotación en Cataluña (ORDEN AAM/22/2011, de 3 de febrero, por la que se aprueban las bases 

reguladoras de las ayudas asociadas al contrato global de explotación, y se convocan las correspondientes al año 

2011), se incluye entre las actividades objeto del contrato la “lucha contra la erosión en medios frágiles de cultivos 

leñosos en terraza y preservación del paisaje” (punto 9.6 del anexo 6). Una de las actuaciones incluidas en esta línea 

es la preservación de los muros de piedra seca y los compromisos principales que se le imponen al beneficiario son: 

“Mantener en buen estado los muros de piedra seca y los elementos y / o instalaciones tradicionales relacionados con 

el cultivo, y realizar una revisión anual, como mínimo, para evitar la proliferación de vegetación.

Realizar las acciones de mantenimiento necesarias de los desagües para evitar los daños por erosión hídrica

Realizar las acciones necesarias para evitar que el agua se derrame por encima del muro y se pierda suelo agrícola 

fértil en la explotación misma.

Realizar todas las operaciones de restauración en caso de derrumbe total o parcial, excepto por causas consideradas 

catastróficas.

No eliminar ningún muro de piedra seca de la explotación”.

por considerarse especialmente relevantes 
las externalidades positivas asociadas (en-
tre otras: evitar la despoblación del medio 
rural, mantener sistemas agrarios tradicio-
nales de alto valor natural o cultural que en 
la coyuntura actual tienden al abandono, o 
conservar y restaurar diversos activos am-
bientales).

3. Posibles beneficiarios

Podrán ser beneficiarios de los contratos 
territoriales: (i) los titulares de explotacio-
nes agrarias2; (ii) los titulares de la gestión 
y aprovechamiento de montes o terrenos 
forestales; (iii) los titulares de terrenos 
cinegéticos; (iv) las agrupaciones y aso-
ciaciones de titulares, las comunidades de 
bienes y cualquier otro tipo de unidad eco-
nómica o patrimonio separado en relación 
a estas explotaciones, aunque carezcan de 
personalidad jurídica (en cuyo caso habrá 
de especificarse en el CT los compromisos 
adquiridos por cada miembro de la asocia-
ción, la contraprestación que correspon-
da a cada uno, y su respuesta individual                      

o solidaria en caso de incumplimiento). En 
las bases o normas reguladoras de los con-
tratos las comunidades autónomas deter-
minarán el orden de prioridad para su sus-
cripción, teniendo en cuenta, al menos, los 
criterios que establece el RD (en el artículo 
7.2), así como, en su caso, los niveles de 
incentivo aplicables. 

4. Compromisos del beneficiario y contra-
prestaciones de la Administración. 

El CT reflejará los compromisos a cumplir 
por el beneficiario “expresados de forma 
determinada y concreta en sus aspectos 
cualitativos y cuantitativos, de manera 
que su contenido resulte comprensible 
e inequívoco para el titular, y su cumpli-
miento resulte objetivamente verificable 
por la Administración responsable del 
control”3. La suscripción y cumplimiento 
de los compromisos del contrato “dará 
derecho al beneficiario a percibir las 
contraprestaciones determinadas en el 
mismo”, las cuales “podrán ser de natu-
raleza económica, o bien a criterio de la                                                       
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Administración suscriptora podrán otor-
garse en especie mediante la realización 
por dicha Administración en beneficio de 
la explotación de inversiones materia-
les o inmateriales, entrega de bienes, o 
prestación de servicios o asistencia téc-
nica. Asimismo, a criterio de la Admin-
istración competente, podrán emplearse 
con el mismo fin exenciones y bonifica-
ciones fiscales, o cualquier otro tipo de 
beneficio o prioridad que esté legalmente 
establecido al efecto”. 

El componente de subvención de la con-
traprestación radica en el plus que supone 
respecto de los efectos negativos sobre la 
economía de la explotación derivados del 
cumplimiento de los compromisos acep-
tados. Este plus puede consistir, a criterio 
de la Administración suscriptora en: “a) 
un incentivo para estimular la implan-
tación de los contratos en el territorio y 
facilitar el logro de sus finalidades espe-
cíficas; b) Un diferencial en dicho incenti-
vo en función de la priorización por tipos 
de beneficiarios que realice la comunidad 
autónoma según el artículo siguiente y c) 
Una componente para la remuneración de 
las externalidades positivas generadas”. 
No puede dejar de señalarse la importan-
cia que reviste una adecuada configura-
ción y cálculo de los incentivos aplicados, 
con el fin de evitar incentivos con efectos 
perversos o que puedan reputarse como 
ayudas de Estado contrarias a las normas 
de competencia. 

5. Procedimiento para la convocatoria de los 
contratos

La convocatoria de los contratos terri-
toriales corresponde a las comunida-
des autónomas, que aprobarán para ello 
(normalmente por orden de la Consejería 
competente) las bases o normas regulado-
ras y resolverán, en su caso, las oportunas 
convocatorias. Las bases de los CT serán 

publicadas en el diario oficial de la comu-
nidad autónoma, precisando el artículo 8.2 
del RD los elementos que, como mínimo, 
habrán de contener. Con carácter previo a 
la suscripción del CT, la Administración po-
drá realizar, o bien requerir al titular para 
que lo aporte con su solicitud, un diag-
nóstico de la situación de la explotación 
y de su capacidad para generar externali-
dades positivas que permita la asignación 
de finalidades específicas y la definición de 
los compromisos y las contraprestaciones 
aplicables al caso. 

Los CT podrán convocarse con carácter 
individual, cuando sus finalidades espe-
cíficas y los compromisos y contrapresta-
ciones aplicables se determinen caso por 
caso según la situación y potencialidades 
de cada explotación, o bien establecerse 
por tipos homogéneos cuando persigan 
unas mismas finalidades específicas, es-
tén dirigidos a explotaciones agrarias que 
compartan la misma tipología, zona rural 
u otras circunstancias, o tengan la misma 
financiación o normativa específica de re-
gulación.

6. Régimen transitorio y de aplicación del 
Real Decreto 

El RD declara que los contratos globales 
de explotación o acuerdos equivalentes de 
las comunidades autónomas que se en-
marquen en sus Programas de Desarrollo 
Rural, “mantendrán sus características y 
efectividad, de acuerdo con la norma au-
tonómica que los regula”. 

Se prevé la elaboración de un informe 
anual del estado de aplicación del contrato 
territorial por parte del Ministerio de Medio 
Ambiente y Medio Rural y Marino, para lo 
cual las comunidades autónomas habrán 
de remitirle la información necesaria, re-
lativa a los extremos que precisa el RD 
(art.9). 


